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Radicación Nro.
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Proceso
Ordinario Laboral – Confirma sentencia que negó las pretensiones
Demandante:
Manuel Antonio Álvarez Restrepo 
Demandado:
Colpensiones

Magistrado Ponente:      
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen: 
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:
1. APORTES EFECTUADOS POR EL AFILIADO UNA VEZ SATISFECHOS LOS PRESUPUESTOS LEGALES PARA OBTENER LA PENSIÓN DE VEJEZ. 2. INCREMENTOS PENSIONALES. “[L]a entidad demandada al resolver la solicitud inicial elevada por el demandante, no tuvo en cuenta que él era beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, como lo determinó con posterioridad, ni mucho menos que para el 30 de agosto de 2011, cuando hizo la petición, tenía cotizadas 1228,28 semanas al régimen de prima media con prestación definida, como se desprende de la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.41 a 46-; concluyéndose, en principio, que el señor Manuel Antonio Álvarez Restrepo tenía derecho a disfrutar la pensión de vejez desde el 1º de septiembre de 2011. Sin embargo, tal y como lo ha expresado la Sala de Casación Laboral, de reconocerse como fecha de disfrute el 1º de septiembre de 2011, las cotizaciones realizadas con posterioridad no podrían tenerse en cuenta para ningún efecto, lo que implica en este caso, que al tener menos de 1250 semanas cotizadas, no podría liquidarse el IBL con base en el promedio de los salarios devengados en toda su vida laboral, que fue lo que permitió que su mesada pensional fuera superior al salario mínimo legal mensual vigente y adicionalmente, porque también posibilitó que la tasa de reemplazo a aplicarle a ese IBL fuera del 90% y no del 87%. Es por ello que considera la Sala, que en este caso, ordenar el disfrute de la pensión de vejez a partir del 1º de septiembre de 2011 y no desde el 1º de abril de 2012, iría en detrimento del accionante, pues evidentemente la mesada pensional que se reconoció en cuantía mensual equivalente a la suma de $688.838 para el año 2012, se vería reducida a la suma de $566.700; lo que permite concluir, que las semanas cotizadas con posterioridad a las 1228.28 que tenía acreditadas al 30 de agosto de 2011, incidieron positivamente en que el valor de la pensión fuera superior al salario mínimo legal mensual vigente; motivo por el que no hay lugar a modificar la fecha de disfrute de la prestación económica.”.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, ocho de febrero de dos mil diecisiete, siendo la dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 24 de octubre de 2016, dentro del proceso que promueve el señor MANUEL ANTONIO ÁLVAREZ RESTREPO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2016-00244-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Manuel Antonio Álvarez Restrepo que la justicia laboral declare que tiene derecho a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida por Colpensiones a partir del 1º de septiembre de 2011 e igualmente que le asiste el derecho a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por persona a cargo.
Con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a cancelar el retroactivo pensional causado, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, el incremento pensional del 14% desde el 1º de septiembre de 2011 y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Nació el 21 de diciembre de 1950, cumpliendo los 60 años de edad en la misma calenda del año 2010; se afilió al régimen de prima media con prestación definida el 22 de mayo de 1978, en donde hizo aportes como trabajador dependiente e independiente, en este último evento como afiliado al fondo de solidaridad pensional; el 30 de agosto de 2011 elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, siendo negada a través de la resolución Nº 109763 de 2011, a pesar de tener cotizadas 1305,43 semanas; el 24 de octubre de 2012 solicitó nuevamente el reconocimiento de la prestación, la cual fue resuelta positivamente mediante la resolución Nº GNR 022243 de 2013, reconociendo su disfrute desde el 1º de abril de 2012 en cuantía mensual equivalente a la suma de $705.646, sin embargo, no reconoció los intereses moratorios por el pago tardío de las mesadas, ni tampoco reconoció el incremento pensional por compañera permanente a cargo; el 23 de julio de 2013 presentó reclamación administrativa, solicitando el pago de las sumas de dinero correspondientes al retroactivo, intereses moratorios e incrementos pensionales; en escrito de 5 de agosto de 2015 Colpensiones le informó que el mencionado incremento es improcedente, pero no hizo ningún pronunciamiento frente a los otros pedidos; el 19 de octubre de 2015 solicitó nuevamente el reconocimiento de intereses, incrementos y retroactivo, pero a través de la resolución Nº GNR 405398 de 2015 se resolvieron negativamente; concluye expresando que desde el año 1994 vive en unión libre con la señora Luz Mary Calzada Montoya, quien depende económicamente de él.
Al dar respuesta al libelo introductorio –fls.61 a 66- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó casi todos los hechos relatados anteriormente, menos lo concerniente con la calidad de compañera permanente de la señora Calzada Montoya y su dependencia económica frente al demandante. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del incremento pensional”, “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Genérica”.
En sentencia de 24 de octubre de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, pues en primer lugar encontró que la decisión administrativa de Colpensiones de reconocer el disfrute de la pensión a partir del 1º de abril de 2012 está ajustada a derecho, pues la desafiliación al sistema se configuró el 31 de marzo de 2012. En cuanto al incremento pensional reclamado, señaló que el accionante no se preocupó por demostrar la convivencia efectiva entre él y la señora Luz Mary Calzada Montoya que permitiera concluir que ellos son compañeros permanentes, ni mucho menos que ella dependiera económicamente de él, pues únicamente hizo esas afirmaciones en la demanda, sin traer pruebas que dieran fe de ello.
En consecuencia declaró probadas las excepciones de mérito de inexistencia de la obligación demandada e inexistencia del incremento pensional, propuestas por la Administradora Colombiana de Pensiones.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión completamente desfavorable a la parte actora, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:

¿A partir de qué fecha tiene derecho el demandante a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº GNR 022234 de 2013?

¿Tiene derecho el demandante a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por persona a cargo?

Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar los siguientes aspectos jurídicos:

1. APORTES EFECTUADOS POR EL AFILIADO UNA VEZ SATISFECHOS LOS PRESUPUESTOS LEGALES PARA OBTENER LA PENSION DE VEJEZ.

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que, acorde con los fines de la seguridad social, es deber reconocer al afiliado hasta la última cotización efectiva al Sistema General de Pensiones, con el fin de concretar el Ingreso Base de Liquidación al cual se le deberá aplicar la respectiva tasa de reemplazo que definirá el monto de la pensión de vejez.

No obstante lo anterior, señaló el máximo órgano de la jurisdicción laboral en sentencia de 22 de febrero de 2011 radicación Nº 39.391 con ponencia del Magistrado Carlos Ernesto Molina Monsalve, que en aquellos eventos en los que el afiliado continúe haciendo cotizaciones al sistema una vez satisfechos los presupuestos legales para obtener la pensión de vejez, sin que la respectiva administradora haya reconocido el derecho siendo su deber, induciendo al afiliado en error, no resulta dable contabilizar esos aportes, cuando los mismos no redundan en el aumento de su mesada pensional.

Es del caso tener en cuenta cuando así se procede, que la Sala de Casación Laboral en la referenciada providencia, dejó dicho que el IBL se determina exclusivamente con base en los aportes realizados hasta la causación del derecho. Esto es, que los aportes posteriores no se podrán contabilizar para ningún efecto, como lo sería el posible aumento de la tasa de reemplazo. 
2. INCREMENTOS PENSIONALES
Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por él o la cónyuge, es necesario que: i. la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y, ii. Que el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

Igualmente prevé el mencionado artículo, que también habrá lugar a incrementos a favor del pensionado, por aquellos hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre y cuando dependan económicamente de aquel.

Ahora bien, ha manifestado la Sala de Casación Laboral en sentencias de 27 de julio de 2005 radicación Nº 21.517, 5 de diciembre de 2007 radicación Nº 29.531 y agosto de 2010 radicación Nº 35.345, que el incremento pensional no fue derogado tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y aplica en la actualidad incluso para las personas que accedan al derecho pensional con base en el Acuerdo 049 de 1990, así sea bajo los postulados del régimen de transición.
EL CASO CONCRETO

Considera el señor Manuel Antonio Álvarez Restrepo que la Administradora Colombiana de Pensiones debió reconocer el disfrute de la pensión de vejez desde el 1º de septiembre de 2011, esto es, después de haber elevado la solicitud de reconocimiento ante esa entidad el 30 de agosto de 2011.

En ese sentido se tiene que mediante la resolución Nº 109763 de 2011 –fls.21 y 22- el ISS (Hoy Colpensiones) decidió negar el reconocimiento de la pensión de vejez al señor Álvarez Restrepo, argumentando que él no llenaba los requisitos establecidos en la Ley 797 de 2003, pues a pesar de haber cumplido los 60 años de edad el 21 de diciembre de 2010, tan solo acumulaba en toda su vida laboral 949 semanas de cotización.
Posteriormente, a través de la resolución Nº GNR 022234 de 2013 –fls.24 a 26- la Administradora Colombiana de Pensiones ante una nueva solicitud del actor, reconoce que él es beneficiario del régimen de transición y que cumple con los requisitos previstos en el Acuerdo 049 de 1990 por haber cumplido los 60 años de edad en la calenda atrás señalada y porque en toda su vida laboral acumuló 1276 semanas cotizadas, concediendo la prestación económica a partir del 1º de abril de 2012, esto es, un día después de haber realizado su última cotización al sistema general de pensiones, aplicándole al IBL obtenido con base en el promedio de los salarios devengados en toda su vida laboral, una tasa de reemplazo del 90%, en consideración a la densidad de semanas cotizadas.

Lo expuesto muestra que la entidad demandada al resolver la solicitud inicial elevada por el demandante, no tuvo en cuenta que él era beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, como lo determinó con posterioridad, ni mucho menos que para el 30 de agosto de 2011, cuando hizo la petición, tenía cotizadas 1228,28 semanas al régimen de prima media con prestación definida, como se desprende de la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.41 a 46-; concluyéndose, en principio, que el señor Manuel Antonio Álvarez Restrepo tenía derecho a disfrutar la pensión de vejez desde el 1º de septiembre de 2011.
Sin embargo, tal y como lo ha expresado la Sala de Casación Laboral, de reconocerse como fecha de disfrute el 1º de septiembre de 2011, las cotizaciones realizadas con posterioridad no podrían tenerse en cuenta para ningún efecto, lo que implica en este caso, que al tener menos de 1250 semanas cotizadas, no podría liquidarse el IBL con base en el promedio de los salarios devengados en toda su vida laboral, que fue lo que permitió que su mesada pensional fuera superior al salario mínimo legal mensual vigente y adicionalmente, porque también posibilitó que la tasa de reemplazo a aplicarle a ese IBL fuera del 90% y no del 87%.

Es por ello que considera la Sala, que en este caso, ordenar el disfrute de la pensión de vejez a partir del 1º de septiembre de 2011 y no desde el 1º de abril de 2012, iría en detrimento del accionante, pues evidentemente la mesada pensional que se reconoció en cuantía mensual equivalente a la suma de $688.838 para el año 2012, se vería reducida a la suma de $566.700; lo que permite concluir, que las semanas cotizadas con posterioridad a las 1228.28 que tenía acreditadas al 30 de agosto de 2011, incidieron positivamente en que el valor de la pensión fuera superior al salario mínimo legal mensual vigente; motivo por el que no hay lugar a modificar la fecha de disfrute de la prestación económica.
En cuanto al incremento pensional solicitado, se tiene que al habérsele reconocido la pensión de vejez al actor con base en el Acuerdo 049 de 1990, tiene derecho a que se estudie la viabilidad de acceder a los mismos, siempre y cuando demuestre que la señora Luz Mary Calzada Montoya en su calidad de compañera permanente depende económicamente de él.

Para acreditar esa situación, la única prueba que se allegó al proceso fue la declaración extrajuicio emitida por el propio demandante ante el Notario Único del Círculo de Roldanillo –fl.71-, en la que afirma convivir con la señora Luz Mary Calzada de manera ininterrumpida desde hace 15 años aproximadamente; no obstante, a esa declaración no puede dársele el valor probatorio pretendido por la parte actora, pues lo que le correspondía a él era demostrar tales circunstancias a través de otros medios probatorios, como por ejemplo el testimonio de terceros que dieran fe de ello, ya que de aceptarse la declaración extrajuicio rendida por él, sería tanto como otorgar un derecho teniendo como base las simples afirmaciones contenidas en la demanda.
Así las cosas, no hay lugar a reconocer el incremento pensional solicitado, motivo por el que se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito.
Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta instancia.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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